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CONCLUSIONES

· INTRODUCCIÓN
En nuestro país, la cuestión del federalismo fiscal es generalmente abordada en relación a la Nación y las Provincias. La gestión de los gobiernos locales y la problemática que los mismos enfrentan en relación a su financiamiento no suele ser objeto de estudio y, cuando lo es, los mismos se caracterizan por limitarse, alternativamente, a la perspectiva jurídico – institucional y/o a la económico – financiera. 
El presente trabajo intenta, por un lado, identificar al financiamiento de los gobiernos locales como una problemática central del nuevo modelo de Estado – nación y, por el otro, proponer pautas orientadas a su resolución, centradas en la potenciación y revitalización de los instrumentos tributarios
 con que cuentan los municipios. En ambos casos, el abordaje combina los enfoques jurídico y económico, bajo el convencimiento de que toda solución de fondo debe contemplar simultáneamente ambas perspectivas.
Sin el sustento jurídico / económico, no hay reforma viable ni sustentable.
Desde el punto de vista de las finanzas de este nivel de gobierno, el análisis reconoce a la vinculación entre gastos y recursos como su fundamento y eje rector. Cuando las discusiones en torno a las atribuciones fiscales locales descuidan la problemática del volumen y estructura del gasto a financiar, las soluciones derivan, alternativamente, en: I)  situaciones de desaprovechamiento de las capacidades financieras potenciales ante la escasa asignación de funciones al nivel municipal o, lo más probable
, II) uso al límite de la legalidad de dichas capacidades, frente a las dificultades para afrontar el gasto asociado a responsabilidades crecientes.

Por su parte, el enfoque jurídico - institucional garantiza una visión integral de la temática. En el origen de la institución municipal encontramos elementos que consolidan y a la vez explican las características de lo que aquí denominaremos el “nuevo modelo de ciudad” y, fundamentalmente, su carácter autonómico. Se trata de un abordaje indispensable a efectos de comprender integralmente las potestades en materia tributaria, pero también para evaluar en perspectiva al rol, funciones y responsabilidades actuales de los municipios argentinos

El trabajo se estructura en cuatro partes: las tres primeras intentan precisar y dimensionar la problemática y la cuarta brindar herramientas concretas para su abordaje. 
El primer capítulo se aboca a la descripción del marco histórico institucional: explora el origen de la institución municipal –con especial referencia al caso argentino-, a los fines de dimensionar su significado y relevancia. Y ello, fundamentalmente, con el objetivo de comprender la significación y necesidad de jerarquizar y potenciar las potestades fiscales locales. El segundo apartado se  orienta a la identificación de los caracteres centrales de los municipios actuales en términos de sus roles, responsabilidades y funciones y su reflejo presupuestario, en tanto el tercero analiza el comportamiento de la estructura de financiamiento local, determinando su capacidad para adaptarse al nuevo esquema y evaluando –legal y económicamente- las herramientas utilizadas. 
Por último, el cuarto capitulo define tres órdenes de acción -no necesariamente excluyentes-, orientados a procurar el  equilibrio de los fiscos municipales. Resultan de especial interés las postulaciones vinculadas a la reforma de los sistemas tributarios locales, que incluyen la revisión de las figuras tradicionales y exploran la posibilidad de crear nuevos instrumentos. Por tanto, el trabajo concluye con una reseña de las ideas que, entendemos, sintetizan el abordaje de la problemática del financiamiento local y propuestas de superación.
I- RELEVANCIA HISTÓRICA E INSTITUCIONAL DEL MUNICIPIO.
Todo debate en torno a los roles y responsabilidades actuales de los gobiernos locales parte de reconocer la significación y relevancia de la institución municipal y, en este sentido la historia y la jurisprudencia –culminando con la expresa consagración autonómica de la Reforma del 94- constituyen, a nuestro entender, un punto de partida insoslayable.

En efecto, el origen natural de la comunidad municipal, determinada por necesarias relaciones de vecindad  constituye, a la vez, un vínculo originario y un dato indestructible
. Y tal es la base sociológica del municipio, cuya realidad no puede desconocer el ordenamiento jurídico sin incurrir en un atropello al derecho a la propia identidad, a la diversidad y –en definitiva- a la libertad de los habitantes.

En tal sentido, destacamos que no puede soslayarse el derecho elemental de una comunidad a ocuparse de sus propios asuntos, de procurar solucionar sus problemas (disímiles de la de sus pares) y, en definitiva, autogobernarse. Por tanto, el municipio como ente político que es, lleva ínsita la idea de poder, de gobierno. Y el acto fundamental de gobierno es la acción de legislar; darse la comunidad chica su propia legislación, constituye el rasgo característico de la entidad autonómica.
En esta aproximación general, cuenta con el privilegio de ser el precursor del Estado moderno, dado que los municipios fueron el ámbito donde se suprimieron las trabas jurídicas que separaban las clases sociales y daban el carácter de privilegio a la libertad civil y a la participación en la vida pública. En efecto, los rasgos que dan contorno a la vida política contemporánea
 tuvieron su realización práctica en el ámbito que delimitaban los muros de los municipios
. Fue la unidad social básica y precedente del Estado nacional del cual sería parte constitutiva. Éste no ha hecho sino articular, ensamblar células comunales –con vida y existencia propias- ha efectos de asegurar su permanencia. Fueron naturalmente los municipios la primera manifestación de vida pública
.

Los Municipios en la organización nacional

Y este rol de precursor del estado resulta particularmente significativo en el caso de nuestra génesis nacional, en el cual la fundación y fortalecimiento de las ciudades asumió un papel fundamental, transformándose en un poderoso instrumento de organización política, social y territorial. De hecho, el sistema de colonización adoptado por los españoles fue esencialmente urbano. La existencia formal de la ciudad derivaba del establecimiento del cabildo, institución de raíces españolas cuyas funciones principales eran las de: gobierno comunal; judiciales; legislativas
 y financieras, dado que tenían a su cargo la administración de los bienes de la ciudad y el cobro de rentas
. 

Por lo demás, si bien en la mayoría de los casos existía una fuerte sujeción de los cabildos a los mandatarios políticos y no ejercían –en rigor- una representación democrática; es innegable que actuaban eficazmente en defensa de los intereses colectivos, convirtiéndose en los verdaderos artífices del desarrollo de las comunidades y de la organización de la vida en las ciudades
.

La Revolución de Mayo: apogeo y ocaso de la institución municipal

Tras 1810, los cabildos no sólo continuaron existiendo, sino que asumieron un papel preponderante – de corte netamente político- en la vida nacional
 y estuvieron presentes en las consideraciones de los precedentes constitucionales
. No obstante, estos cabildos, los cuales quedarían por siempre indisolublemente ligados al nacimiento de la patria y a la formación de nuestro federalismo, sufrirían un golpe letal, en 1821, con la sanción de la Ley del 24 de diciembre por parte de la Junta de Representantes de la Provincia de Buenos Aires, bajo la inspiración rivadaviana, de neto corte unitarista-centralista, la cual dispuso su supresión. La norma dispondría el fraccionamiento de las atribuciones de los cabildos en varias nuevas instituciones: la justicia de primera instancia, la justicia de paz y la jefatura de policía y comisarios. Así, la supresión de los cabildos y su virtual reemplazo por municipalidades creadas por la Junta de Representantes, implicaba, de algún modo, transitar del gobierno municipal descentralizado (típico del derecho hispano y de Indias) al sistema de municipalidades francés, típico de regímenes unitarios.

Queremos destacar la connotación ideológica de la cuestión, la tensión subyacente poder central contra federalismo, la cual –vemos- persiste cada vez que pretende avasallarse las atribuciones y derechos inherentes al gobierno propio de la comunidad considerada a nivel local. Esta ley, o mejor dicho, el acto político concebido por Rivadavia merecería a Alberdi la siguiente reflexión: “En nombre de la soberanía del pueblo se quitó al pueblo su antiguo poder de administrar sus negocios civiles y económicos. De un antiguo cabildo español había salido a la luz, el 25 de mayo de 1810, el gobierno republicano de los argentinos, pero a los pocos años, este gobierno devoró al autor de su existencia. El parricidio fue castigado con la pena del talión; pues la libertad republicana pereció en manos del despotismo político, restaurado sin el contrapeso que antes le oponía la libertad municipal... La ley que suprimió la libertad municipal para reemplazarla por la policía militar, cuyo modelo trajo Rivadavia de Francia, donde los Borbones tenían el despotismo de Napoleón, ha sido el brazo derecho de Rosas”
.

La Constitución Nacional de 1853 y la reinstauración del régimen municipal
Tal vez porque las instituciones que se han arraigado en los ciudadanos no son fácilmente avasalladas por decretos o leyes, o bien porque la vigencia del estado chico (organismos de gobierno local) es escuela de democracia y defensora de las libertades ciudadanas de forma más concreta; fue incluida la cabal intención de reinstaurar el régimen municipal en la Carta Magna.   
De este modo, entre las condiciones fijadas a las provincias para garantizar el goce y ejercicio de sus instituciones, está la de asegurar el régimen municipal, en el Art. 5 de la Carta Magna de 1853.

El modelo de ciudad que hoy conocemos y analizaremos seguidamente surge y se origina en este contexto y encuentra consolidado su carácter autonómico a partir del proceso de descentralización de funciones que lo define y condiciona. Comprender cabalmente dicho proceso implica reconocer que, en tanto los municipios constituyen un ente gubernamental de jerarquía inferior a las provincias –y, obviamente, a la Nación-, el mismo garantiza, realiza y profundiza el federalismo. 

II- LOS MUNICIPIOS COMO ACTORES CENTRALES DE UN NUEVO MODELO DE ESTADO NACIÓN
Tal como sucediera en mas de un capitulo de la historia nacional, a comienzos del siglo XXI, la “construcción del Estado Nación para el crecimiento y la equidad”  encuentra, en los gobiernos locales, un pilar fundamental. 

Descentralización, regionalización y participación: tres procesos que condicionan y definen el actual modelo de ciudad

El escenario sobre el cual se plantea la construcción del modelo es uno en el cual el proceso de descentralización de funciones se encuentra consolidado, la regionalización se visualiza como estrategia insoslayable para el abordaje y resolución de gran parte de los problemas locales y la participación ciudadana se concibe como un mecanismo ineludible en la asignación de los recursos públicos. Ello sin dudas modifica las relaciones Estado – Sociedad, pero también alterna las del propio Estado, en sus distintos niveles de gobierno.
Por su cercanía a los vecinos, los gobiernos locales constituyen la instancia donde se canaliza la mayor parte de las demandas ciudadanas y donde la participación se materializa en la adopción de instrumentos de la democracia directa, cuya expresión más acabada es el Presupuesto Participativo. 

Por otro lado, el proceso de descentralización de funciones y responsabilidades se traduce en la prestación de más y mayores servicios por parte de los municipios y comunas, excediendo los tradicionalmente asignados a este nivel de gobierno. Aparecen, así, intervenciones vinculadas a la salud pública, la promoción cultural y educativa y la asistencia social, entre otras. 

El abordaje regional y/o a nivel de área metropolitana de los problemas locales es otra de las tendencias que caracterizan el actual modelo y redefinen las pautas de actuación e intervención de los gobiernos locales. Transporte, vías de comunicación y accesos a la ciudad, tratamiento de residuos y derivaciones de materia de salud, son algunos de los aspectos cuya resolución excede el ámbito estrictamente local, para involucrar a la región en su conjunto. En muchos casos la inversiones de alcance metropolitano son asumidas por las grandes urbes (cabeceras o eje del área respectiva), tornando aun más complejo y diverso el ámbito de actuación de las mismas, como municipios

Un nuevo modelo de ciudad: una nueva estructura y conformación del gasto local

Las responsabilidades y facultades del nivel local de gobierno resultan claramente superiores a las reconocidas como sus funciones “tradicionales”, cuales eran la prestación de servicios públicos básicos (alumbrado, barrido, limpieza), la regulación del tránsito, el ordenamiento, conservación y mejoramiento de  las obras públicas -el ensanche y apertura de calles, la formación de plazas y paseos, etc-; y la regulación urbanística de la ciudad.

Hoy los municipios en general –y los ejes de área metropolitana en particular- intervienen en áreas que incluyen la prestación de servicios de salud, la promoción del empleo y el comercio exterior, la cultura y la educación, la promoción social. Y lo hacen, además, invirtiendo en obra pública de distinto alcance y naturaleza: ya no se trata solo de hacer obras de pavimentación o ensanche de calles, sino que incluye la construcción de los accesos viales a la ciudad, hospitales de alta complejidad, obras hidráulicas tales como secundarios y emisarios, polideportivos, viviendas sociales/regularización de asentamientos, el planeamiento urbano (proyección de cómo ampliar/construir ciudad), incumbencias ambientales, etc.
De acuerdo a los datos del Presupuesto 2007, las funciones municipales “tradicionales”
 sólo explican el 50% del gasto municipal total en Rosario y Córdoba en tanto las “nuevas” funciones
 representan alrededor del 35% de dicho gasto y la inversión en obra pública el 15% restante. El siguiente cuadro refleja estos guarismos.

Cuadro 1: Funciones municipales tradicionales, nuevas funciones e inversión en obra pública en el Presupuesto 2007. Municipalidades de Córdoba y Rosario:
	FUNCIONES

 
	CORDOBA

PRESUP 2007
	 Part.

 
	ROSARIO

PRESUP 2007
	Part.



	Funciones Tradicionales
	445.473.666
	52%
	399.937.860
	52%

	Funciones Nuevas
	298.176.593
	35%
	286.903.954
	38%

	Inversión en Obra Pública
	120.034.688
	14%
	75.923.575
	10%

	TOTAL
	863.684.947
	100%
	762.765.389
	100%


Fuente: elaboración propia en base a datos de los respectivos presupuestos

Las participaciones relativas exhibidas demuestran, en rigor, que estamos ante un nuevo “modelo” de municipio, donde las nuevas responsabilidades alcanzan el mismo peso e importancia a las tradicionales.

Entre los condicionantes del proceso aparecen elementos de carácter político, normativo y jurídico; pero la cercanía del municipio al vecino y su demanda social es, sin dudas, el factor que profundiza la adopción de mecanismos de participación en la toma de decisiones y, por su intermedio, le impone mayores responsabilidades y prestaciones a este nivel de gobierno
.  
En el origen del nuevo modelo subyacen, entonces, elementos propios del municipio como institución y característicos de su nacimiento y desarrollo; los “nuevos roles” del gobierno local surgen, en gran medida, a partir del rasgo que define su propia existencia, cual es la proximidad con la comunidad y el conocimiento de sus problemas.
III- UN NUEVO MODELO DE MUNICIPIO, ¿CON UN MISMO FINANCIAMIENTO?
Resulta evidente que el cambio en la estructura y volumen del gasto público no ha sido acompañado con una revisión en su esquema de financiamiento, tornándose cada vez mayor la dependencia de los recursos coparticipados, subsidios discrecionales  y recursos obtenidos a través del endeudamiento externo.
Los datos de ejecución presupuestaria de los Municipios de Rosario y Córdoba son reveladores en este sentido, no sólo por la participación relativa que los prestamos y/o subsidios exhiben en la recaudación total, sino por el crecimiento en el tiempo que la misma evidencia: en sólo seis años, la misma pasó del 5% al 10% en Córdoba y de algo más del 2% al 14% en Rosario.
Cuadro 2: Evolución de la recaudación en los municipios de Rosario y Córdoba: 2000-2006:
	Concepto
	Ejecución 2000
Córdoba
	Ejecución
2006
Córdoba
	Ejecución 2000
Rosario
	Ejecución
2006
Rosario

	TOTAL GENERAL
	100,00%
	100,00%
	100,00%
	100,00%

	Ingresos Tributarios
	91,36%
	87,17%
	93,37%
	76,71%

	De juridicción Municipal
	64,25%
	55,14%
	52,81%
	42,06%

	De Otras Juridicciones
	27,11%
	32,02%
	40,57%
	34,65%

	Ingresos no tributarios
	3,14%
	2,87%
	2,60%
	2,07%

	Vta de Bienes y Serv.
	
	
	0,75%
	0,36%

	Rentas de la Propiedad
	
	
	0,11%
	0,00%

	Transf.Corrientes y de Capital
	1,89%
	7,97%
	1,57%
	2,51%

	Recup Prést.Corto Plazo
	
	
	0,02%
	0,08%

	Recup.Prést.Largo Plazo
	
	
	
	0,01%

	Dism.Otros Activos Fin.
	
	
	0,88%
	6,40%

	Obt. de .Prést.y Otros Financ.
	3,61%
	2,00%
	0,69%
	11,86%


Fuente: elaboración propia en base a las respectivas ejecuciones presupuestarias
Estos artilugios han sido el mecanismo a los cuales han acudido los gobiernos locales para enfrentar un gasto creciente, en volumen y complejidad. 

Por su parte, en materia de instrumentos de origen municipal, la práctica ha sido una caracterizada por los siguientes elementos:
· La ausencia de una política fiscal a nivel local, concebida como la práctica sistemática y periódica de revisión de las estructuras tributarias. En efecto, la programación de recursos –en el marco de la formulación de los presupuestos anuales- suele caracterizarse por la proyección histórica de la recaudación tributaria; la reformulación de  las respectivas estructuras tarifarias –a los fines de que los valores de las “tasas” reflejen los costos de los servicios que deberían retribuir- no suele formar parte del proceso. Hemos aludido a este problema de la rigidez y/o ausencia de la política fiscal a nivel local en trabajos anteriores
, una suerte de inercia institucional, donde lo cierto es que no se encuentra instalado entre los actores políticos la necesidad periódica de revisión de los valores de las tasas y demás gravámenes cobrados por el municipio.
Quizás, la idea se ha consolidado como consecuencia de la vigencia de la ley de convertibilidad, en virtud de la cual estaba instalado en el inconsciente colectivo la idea de que no había deterioro significativo en el poder adquisitivo de la moneda.

· El uso desvirtuado de algunos instrumentos fiscales –a la luz de las necesidades de la coyuntura- soslayando principios jurídicos y presupuestarios básicos. Estas practicas incluyen:

· la utilización desvirtuada de figuras tributarias tradicionales, tales como la Tasa de seguridad e higiene y los Derechos Publicitarios 

· la pretensión de cobro de tributos para los cuales no existe contraprestación tales como la Tasa de Abasto (además de dudosa legitimidad y sometida actualmente a consideración de la Comisión Federal de Impuestos) 

· la incorporación de “adicionales” a los tributos tradicionales, que alguna vez ha sido definida como la creación de “impuestos ocultos” 

· la creación de nuevas figuras tributarias que suponen la innovación al limite de la legalidad, tales como las Tasas por servicios indirectos
· la recurrente afectación de fondos como mecanismo de asegurar el co-gobierno del legislador.
Tal situación conlleva a una exasperante falta de seguridad jurídica y litigiosidad de la cada vez más compleja tributación municipal; agravada por ciertos abusos y complicaciones de orden procedimental (la falta de uniformidad de procedimientos y de plazos de prescripción; vigencia del solve et repete, falta de claridad y publicación de normas de orden formal, de sanciones fiscales, etc); jurisprudencia errática que procura subsanar falencias legislativas y de armonización fiscal de fondo, “federalización” de conflictos eminentemente de derecho público local (Unilever c/ Río Cuarto;  YPF c/ Concepc. del Uruguay); criterios cambiantes de la Comisión Arbitral del Convenio Multilateral.

· La subutilización o desconocimiento de otras fuentes de ingreso propias, de naturaleza no tributaria, de diversa índole, entre las cuales cabe enunciar a las derivadas de las incumbencias urbanísticas, permisos y concesiones, etc.  
IV- GOBIERNOS LOCALES A COMIENZOS DEL SIGLO XXI: EL DESAFÍO DE REDEFINIR SUS SISTEMAS TRIBUTARIOS
Reforma fiscal en los gobiernos locales. Atribuciones y restricciones del orden normativo

La reinvindicación de la política fiscal como eje de gestión de los respectivos gobiernos debe partir del reconocimiento del poder de imposición con que cuenta este nivel de gobierno. En efecto y más allá de la cuestión relativa a la calificación de las potestades –originarias o derivadas-
, resulta insoslayable que no puede desconocerse que el Municipio, como organismo político necesario que es, impuesto además como ente autónomo desde el mandato expreso constitucional, cuenta con poder de imposición propio. Y la justificación de su potestad radica en la finalidad de su existencia, cual es la de poder cumplir con las incumbencias que le son inherentes y se han visto incrementadas con aquellas que les han sido transferidas recientemente desde la Nación y las provincias
. Adherimos, pues, a lo sostenido por Giuliani Fonrouge: no puede concebirse un ente de gobierno que no ostente poder tributario que le permita cumplir con sus obligaciones
. 

Empero, cabe considerar que tales potestades cuentan con limitaciones, las cuales pueden ser sistematizadas del siguiente modo:

· La proveniente de los arts. 4º y 75 inc. 1º de la Constitución Nacional, y que se refiere a la competencia exclusiva de la Nación para gravar con derechos de importación y exportación las mercaderías. Ello excluye de plano toda posibilidad de que tal tributo sea utilizado no sólo por los municipios, sino también por las provincias, para gravar la entrada o salida de mercaderías;

· La que surge del art. 75, en su inc. 13, figura que la doctrina ha denominado cláusula comercial, por la cual las leyes que dicte el Congreso en virtud de la misma, limitan el poder tributario, tanto provincial como municipal, cuando del ejercicio del mismo se deriven interferencias con el comercio interjurisdiccional de bienes y servicios
.

· La cláusula del progreso contenida en el inc. 18 del art. 75, según la cual ha entendido reiteradamente la Corte Suprema de Justicia de la Nación
 el Congreso Nacional puede dictar normas que prohíban el ejercicio de facultades provinciales y municipales en pos de la mencionada prosperidad del país y, entre lo que puede prohibirse, huelga referir, se encuentran las potestades tributarias;

· Otro límite proviene del ya comentado inc. 30 del art. 75, que instituye la potestad de que el Poder Legislativo Nacional regule los establecimientos de utilidad nacional, desplazando el poder de imposición provincial o municipal cuando el ejercicio del mismo interfiera con el cumplimiento de ese fin
.

· Otra de las limitaciones al poder tributario de los municipios, como también a los de la Nación y provincias, es la que proviene del conjunto de los principios constitucionales financieros
 que dimanan de nuestra Carta Magna (reserva de ley, igualdad, no confiscatoriedad, capacidad contributiva, generalidad, etc.) y que constituyen una valla infranqueable para cualquiera de los tres niveles de gobierno en el ejercicio de sus facultades de imposición.

· Hasta aquí, las limitaciones son de directo origen constitucional e irreprochables, en nuestro concepto.

· Otra limitación es la proveniente de la temática relativa a la incidencia del derecho privado (y en especial del Código Civil) que la jurisprudencia de la Corte Suprema ha legitimado en virtud de la interpretación (desmesurada muchas veces) de la denominada cláusula de los códigos de fondo del Art. 75 inc. 12 de la Constitución Nacional. 

· Las limitaciones que razonablemente pueda disponer en su ordenamiento de derecho público las provincias respecto de sus municipios, en ejercicio de la disposición del art. 123 de la Const. Nacional. 

· Y la gran línea de limitación es la relativa a los regímenes de Derecho Intrafederal: Convenio Multilateral sobre distribución de ingresos brutos y –sobre todo- la proveniente del Régimen de Coparticipación Federal de impuestos, cuyo eje gira en torno de la Ley Nº 23.548
. Básicamente, el régimen del Convenio Multilateral instaura un mecanismo que tiende a evitar la múltiple imposición sobre los ingresos brutos de los contribuyentes que operan en más de una jurisdicción provincial, distribuyendo tal base imponible y coordinando horizontalmente las potestades entre las provincias y Capital Federal. Y como la generalidad de los municipios exige un tributo que percute sobre los ingresos brutos, el Convenio destina un artículo (uno solo, el 35) que opera como restricción a la porción de ingresos que puede considerar un municipio a los fines de la exigencia de su tributo a la actividad económica/local. Por su parte, el régimen de coparticipación federal delega en el gobierno federal la facultad de establecer los impuestos, los cuales serán distribuidos, primero entre Nación y provincias, y en segundo lugar, entre las provincias. La adhesión por parte de las provincias a este régimen implica, entre otras cuestiones, no aplicar gravámenes análogos a los que se faculta a establecer a la Nación, compromiso que, a su vez, sería asumido en nombre de los municipios que la componen.

Por tanto, a los fines que nos convocan, debemos incluir la mención de tales regímenes instaurados por las leyes-marco citadas como una real y tajante limitación actual a las potestades fiscales de los municipios. Esto es, si bien la doctrina especializada (Villegas
 y Baistrocchi
) considera que  en lo concerniente a la materia financiera de las comunas, con la reforma del ´94, de la teoría de la prohibición" (en virtud de la cual los municipios sólo podían establecer aquellos tributos que estaban expresamente permitidos) se pasó a la denominada teoría de la permisión, en virtud de la cual las municipalidades podrían ejercer sus facultades con libertad; estableciendo todo tipo de tributos, de igual manera –en la realidad- sus atribuciones están cercenadas por las limitaciones precedentes. Y -por tanto- respecto a qué materias –concretamente- podrían ser objetos de impuestos municipales (en tanto no se modifique el actual esquema de coparticipativo); debemos asumir que la atribución se ve en los hechos reducida al mínimo, dado que casi no quedan materias imponibles para gravar.

En tal contexto, Baistrocchi
 sostiene que según las distintas limitaciones que recaen sobre los municipios, a éstos solamente quedan la facultad de establecer impuestos ecológicos y mineros.

Reforma fiscal en los gobiernos locales. Pautas de un esquema viable:
A) Premisa de máxima, la modificación en el Sistema de Coparticipación Federal.
No hace falta demasiada perspicacia para advertir que la solución real es la reformulación de las pautas del régimen de coparticipación, poniendo en manos de los gobiernos chicos recursos acordes a sus funciones y evitando los manejos arbitrarios de los órdenes superiores hacia los inferiores. El esquema “Nación poderosa – provincias mendicantes” es replicado en cada provincia respecto de sus municipios. Hay un dogma de administración que propicia que no hay que asignar a órdenes de gobierno superiores lo que puede asumir el inferior. La burocracia chica y más próxima a la comunidad es naturalmente más eficiente.

Sin perjuicio de ello, en este eterno “mientras tanto” (la sanción de una nueva ley de coparticipación lleva once años de demora, conforme disposición transitoria sexta de la Constitución Nacional), entendemos indispensable avanzar en la reforma de los sistemas tributarios en particular y de financiamiento en general, del orden local (comprensivo del provincial y municipal).
B) La transferencia de ciertos impuestos de la órbita provincial a la de los municipios que puedan tomar su gestión. 
En tal sentido, cabe referir que ya con anterioridad a la reforma constitucional (y aún antes de Rivademar) fue asumido que los municipios argentinos tienen potestad para establecer no solamente tasas y contribuciones, como en algún momento se sostuvo, sino que están habilitados para el cobro de impuestos
; si bien –claro- con las limitaciones esbozadas más arriba. 

Es propicio, decíamos, que les sean transferidos a los municipios que quieran y puedan asumir su gestión, los tributos de fácil recaudación comunal. Como lege ferenda, García Belsunce considera que deben corresponder a los municipios las siguientes fuentes de imposición: a) impuestos sobre los inmuebles urbanos; b) impuestos sobre las actividades en general, en cuanto las graven por sí mismas (patentes) y no por su rentabilidad; c) Impuestos a los espectáculos públicos.

Y ello no implica vaciar de contenido la potestad regulatoria de las provincias de su régimen municipal (devenida del art. 123 de la Constitución Nacional); sino reducirla precisamente a eso: a lo regulatorio, a la coordinación y armonización de los aspectos conflictivos. Resultan interesantes las manifestaciones en este sentido del Constituyente del ´94 Prieto, cuando aludía a que la autonomía municipal, evidentemente, implicaba un retraimiento de las potestades provinciales en beneficio de las municipales, reforzando así el federalismo. Y este es el sentido de la consagración expresa de la autonomía municipal de 1994
.

De manera consecuente con el mandato constitucional, pensamos que deben transferirse a los municipios aquellos impuestos que se relacionan con hechos imponibles realizados en su ejido; lo cual podría ser complementado con un sistema de participación por el cual los municipios transfieran parte de lo recaudado a la provincia y no exactamente al revés como acontece –por ejemplo- en Santa Fe, donde el gobierno provincial impone unilateralmente y a su arbitrio las pautas y parámetros de distribución de la coparticipación interna, sometiendo así a sus municipios, en absoluta contravención al carácter autonómico debido a éstos. El mecanismo, además, favorece toda suerte de especulaciones y obsta a la inmediata disposición de los fondos que le corresponden a cada comuna.
Entre otros- podrían ser cedidos:

· el impuesto inmobiliario;

· los que graven a los automotores
;

· los referidos a los espectáculos públicos;

· Impuestos específicos al consumo, como por ejemplo: juegos de azar, clubes de lujo, turismo, etc.
; los impuestos sobre construcciones, instalaciones y obras
.

C) En el orden municipal
Sin perjuicio de las medidas anteriores –cuya decisión e implementación excede a la órbita municipal-, este nivel de gobierno puede operar en los siguientes sentidos:
1- Un análisis concreto y preciso de los costos de prestación de los servicios que cada una de las “tasas” existentes debería financiar. Este ejercicio ha de preceder todo intento de reforma, para dimensionar la eventual brecha entre los valores de emisión y los respectivos costos de prestación y utilizarla como argumento para avalar la reforma. Se trata de una estrategia en la cual el carácter de “tasa retributiva”, de los tributos locales podria constituirse en una oportunidad para los fiscos municipales. En el caso de la ciudad de Rosario, este análisis se realizo a fines del ano 2005, determinándose la nomina de tributos a ajustar y la necesidad del ajuste requerido; en el caso de la TGI los datos fueron contundentes: los valores de emisión del tributo solo cubrían el 32% de los costos de los servicios que supuestamente la misma financiaba

2- Respecto de la Tasa predial, hay que hacerla percutir sobre parámetros de capacidad contributiva (legitimados por doctrina, por Comisión Federal y por jurisprudencia de Corte), y –además- asumir una permanente tarea de control y actualización
 de las bases, a efectos de que sean los más fieles a la realidad posible. La revisión de la estructura de alícuotas y valores mínimos es otro aspecto que no debería soslayarse: en muchos casos gran parte de las inequidades devienen de esquemas de alícuotas discontinuos (que se traducen en grandes cambios en los valores de emisión por incorporación de mejoras poco significativas, que conviven con emisiones estáticas ante cambios importantes en las bases) y de una gran cantidad de propiedades que se encuadra en la categoría de “mínimos”. Las reformas en estas estructuras no es menos traumática que la asociada al ajuste en las bases del tributo, y en ambos casos es fundamental contar con estimaciones detalladas del impacto – tanto en términos generales como individuales – y con una estrategia comunicacional concreta y ejemplificadota.
3- A la tasa sobre al actividad económica no parece poder pedírsele mucho más en el plano del derecho tributario sustancial (sujetos, base imponible, alícuota); sino que su efectividad debe buscársela en herramientas de administración fiscal, como ser la estratificación y control selectivo de los contribuyentes de mayor intereses fiscal (herramienta imprescindible, en rigor, para todos los tributos). Tal vez podrían disponerse algunas medidas legislativas respecto de determinados sectores de contribuyentes, para simplificar no sólo la tributación, sino –fundamentalmente- el control (cuotas fijas).
4- Respecto a los elementos publicitarios, resulta una innegable atribución municipal de orden urbanístico arbitrar medidas (entre otras, fiscales); tendientes a disuadir una actividad lícita pero disvaliosa como lo es la polución visual que supone la actividad de la publicidad gráfica en el ejido municipal.

5- Otro instrumento tan vinculado al fisco municipal como resignado en su potencial es la contribución de mejoras
. La subutilización del tributo deviene, en general, de su aplicación a determinados tipos de obra pública –típicamente, pavimento y gas-; entendemos oportuno extenderlo a las demás tipologías, bajo el convencimiento de que todas ellas generan –en mayor o menor medida- beneficios específicos a las propiedades lindantes. Esta reforma, junto con una revisión de la base para el prorrateo en los casos en que las normas no se sustentan en el valor catastral de los inmuebles
, conllevaría a un reparto más equitativo de las cargas en el financiamiento de la inversión pública.
6. Sin ser de naturaleza fiscal, los derechos de ocupación del dominio público, razonablemente aplicados, en tanto no sean abusivos u opuestos a licencias conferidas por el gobierno nacional (en sus atribuciones, signadas como limitantes al poder fiscal local, de los incisos 13, 18 o 30 del art. 75 de la CN); presentan una buena alternativa a considerar. No dependiendo su percusión de los ingresos brutos del contribuyente, no hay planteo posible ante la Comisión Arbitral.

7. En lo que respecta a la creación de nuevas figuras, vinculadas con las nuevas áreas de incumbencia: 
Es cierto, como se propicia desde doctrina tributaria, que existen tributos vinculados sin servicios a los cuales realmente vincular. Empero, también es cierto que en ocasiones existen servicios que no están vinculados a un tributo como fuente de financiamiento
. Y esto como premisa básica. Por lo demás, de acuerdo a las restricciones en materia impositiva reseñadas, en especial la emergente del régimen de coparticipación federal, los municipios tienen amplias potestades en materia urbanística y habilitada su intervención en todo lo que sea gestión ambiental, materia concurrente entre los órdenes de gobierno, con raigambre constitucional desde el art. 41 de la Constitución reformada en 1.994.

La preocupación por la temática ambiental, involucrando como una de sus facetas el fenómeno urbanístico, encuentra, reclama en los municipios un actor fundamental. Lo que podía parecer vanguardista, es hoy una necesidad; sobre todo en los municipios que aglutinan más población. 

El resguardo de la ecología reclama medidas de acción gubernamental de la más variada gama (campañas de difusión, de concientización, estímulo del reciclaje y de las formas productivas menos contaminantes posibles, prohibiciones, penalización, etc); entre otras, fiscales. Existe un importante desarrollo doctrinario (español, entre otros) en tal sentido.

De este modo, por un lado, resulta razonable y lícito pergeñar buscar fuentes de financiamiento (tributaria) para campañas de difusión de diversos aspectos pro-ecológicos. Y por otro, resulta lo fiscal una herramienta –de las más valiosas- para que el municipio accione en esta sustancial problemática contemporánea.

Ha sido ampliamente superado el concepto simplista dado por el razonamiento “si el Estado sanciona tributos de tipo ecológicos, legitima la contaminación”; o “no es legítimo  que alguien pague por un permiso para  contaminar”. De este modo, será absolutamente válido –y un desafío pendiente- procurar volcar en la materia fiscal la cuestión ecológica ambiental, de modo que en la lógica empresarial, contaminar no constituya un costo cero, sino que el estado (municipal) pueda capturar fondos que asignar a las diversas maneras y frentes en que debe presentar batalla a la contaminación del medio ambiente.
CONCLUSIONES

Tanto en la historia de nuestro país como en la actualidad los gobiernos locales han desempeñado y desempeñan un rol tan importante como singular. Otrora, unidad social básica y precedente del Estado Nacional; hoy institución de carácter autonómico reconocido por la propia Constitución Nacional, los Municipios siempre se reconocieron como el nivel de gobierno más próximo a la comunidad; la instancia cuya existencia está determinada y condicionada por las relaciones de vecindad y cuya autonomía no puede desconocerse (no sólo por emerger expresamente del ordenamiento constitucional) sino porque su avasallamiento involucra cercenar a la comunidad local el derecho de autogobernar sus propios intereses.
En su origen como institución encontramos, en efecto, elementos que se consolidan en lo que denominamos el “nuevo modelo de ciudad”, sobresaliendo su cercanía a los problemas del vecino, su capacidad para autogobernarse (carácter autonómico). Estos rasgos se acentúan en el modelo de ciudad de principios del siglo XXI, donde el primer aspecto –materializado en los procesos de descentralización de funciones y participación ciudadana- conduce y explica los nuevos roles y funciones que asume la institución municipal, en tanto el segundo garantiza la existencia de herramientas para sustentarlo.
Hemos puesto de manifiesto en el presente trabajo que el cambio de modelo no es solo una metamorfosis institucional, de carácter cualitativo, sino que involucra un cambio cuantitativo, de volumen, en las cuentas públicas. El incremento en el gasto público, como corolario del proceso descripto, exige la revisión de sus fuentes de financiamiento, sin lo cual el modelo en su conjunto se tornaría inviable
De este modo, la sustentabilidad de los municipios, llamados a ser actores centrales del nuevo Estado Nación, exige como meta su autofinanciamiento. 
Como punto de partida, es esencial romper con la inercia político-institucional, cuyo reflejo es la falta de revisión y adecuación de las fuentes de financiamiento signadas como tradicionales. 
Es necesario reemplazar el conformismo, anclado a la suerte de las derivaciones de fondos de otros órdenes gubernamentales, por la adopción de medidas tendientes al autofinanciamiento y la concreción de un plan de gobierno más ambicioso. Por lo demás, dadas las propias características de la administración local, las acciones concretas en materia financiera, repercuten de manera mucho más concreta en su capacidad de gestión.
De cara a la falta de correspondencia entre las nuevas funciones y roles asumidos por los municipios y las fuentes de financiamiento con que cuentan, se impone contemplar las alternativas de superación de la referida circunstancia, en tres órdenes no necesariamente excluyentes:
A) de fondo, la reformulación del régimen general de coparticipación. En este sentido,  toda discusión sobre el nuevo esquema debería contemplar –de algún modo- la participación como interlocutores de los municipios. 

B) En la órbita de actuación provincial, y de acuerdo al mandato expreso del constituyente de 1.994, la transferencia de determinados impuestos a la esfera municipal.

C) La readecuación de los instrumentos fiscales tradicionales, priorizando los principios de correspondencia fiscal, equidad y legalidad y -sin desconocer las reales limitaciones que supone el contexto normativo- la creación de nuevos tributos, en consonancia con las actuales incumbencias. 
volver al inicio
� En el presente trabajo, denominamos instrumentos tributarios de origen municipal a las tasas, derechos y contribuciones; pueden incluirse impuestos que eventualmente instituyan y administren los fiscos locales. No se adopta el criterio que utiliza, por ejemplo, el clasificador de cuentas a nivel nacional y de la mayoría de las provincias, donde las tasas, los derechos y las contribuciones se consideran como “no tributarios”


� Fuente: Bensimon (1997)


� Significado y crisis de la vecindad, en Rev. de Estudios de la Vida Local”, Madrid, España, Nº 138, p. 807.


� libertad de la persona, garantías en torno de la propiedad, del domicilio, unidad del fuero, igualdad de derechos civiles y políticos, etc


� Esta reflexión resulta particularmente apropiada, como veremos, en lo concerniente a nuestro país.


� Montes de Oca: “Las lecciones de Derecho Constitucional”, Tomo 1, pág. 222. 


� dictaban lo que hoy podemos llamar Ordenanzas Municipales e incluso podían no aplicar las Reales Cédulas del Rey


� Zorraquien Becu, Ricardo. “Historia del Derecho Argentino”. Tomo I. Pág. 55 y ss. Editorial Perrot. Año 1978.


� Sin embargo, el correr del tiempo nos mostrará que la institución irá perdiendo el importante rol desempeñado, destacándose entre las causas que condujeron a esa debacle, fundamentalmente dos: la intervención del gobierno central y en mayor medida la venta de cargos públicos, los que se remataban al mejor postor lo cual se tradujo en una gran decadencia de los cabildos.


� No sólo partió de su seno la circular del 27 de mayo de 1810 indicando que los diputados del interior debían elegirse en cabildo abierto, sino que cuando en 1811 el Triunvirato desconoció a la Junta Conservadora y rechazó su estatuto, lo sometió a dicho Cabildo�.


� Fue incluida en el proyecto de Constitución para las Pcias. del Río de la Plata de 1812; en el Estatuto Provisional de 1815; en el Reglamento Provisorio de 1817 y en la Constitución de 1819, la cual conservó los lineamientos de los anteriores relativas a los cabildos.





� Derecho público provincial argentino. La Cultura Argentina, Bs. As., 1917, cap. II, págs. 88, 89 y 93.


� Agrupa aquellos gastos correspondientes a la prestación de servicios de alumbrado, barrido, limpieza, y mantenimiento de las infraestructuras en general; los asociados a las funciones de regulación urbanística, del comercio y la industria, las obras particulares y el tránsito; los correspondientes a gastos centrales, al funcionamiento del órgano legislativo y, de existir, el de contralor externo


� Incluye erogaciones asociadas a funciones anteriormente asignadas al nivel provincial tales como los servicios de salud (tanto a través de centros de salud como de hospitales municipales), la promoción social y el deporte, los servicios educativos y de cultura en general; la promoción de la producción, el empleo y el comercio exterio


� La definición de una parte del presupuesto público, a través del Presupuesto Participativo, constituye la mas clara materialización de este proceso


� Lineamientos para una política fiscal sustentable a nivel local: El caso de la ciudad de Rosario; por Teresa Beren, Eleonora Scagliotti y  Juan Dogliani, Exposición en Primeras Jornadas Técnicas del Centro de Administraciones Técnicas Subnacionales (publicado on line en página web de la entidad www.ceats.org.).





� Consideramos un debate perimido el relativo a las potestades fiscales “originarias” o “derivadas”; dado que nada aporta la distinción: sin perjuicio de que -en un sentido histórico- en rigor- las originarias, , sólo pertenecen a las provincias y de que si el criterio dependiera de la previsión constitucional, hoy debemos asumir que los tres órdenes de gobierno las tienen (el art. 75 inciso 30 menciona expresamente las municipales).


� En tal sentido, puede verse ABALOS, María G., "Municipalización de actividades nacionales y provinciales", ED 155-714; BORJA, Jordi y otros, "Organización y descentralización municipal", Eudeba, 1987; DROMI, José R., "Reforma del Estado y privatizaciones", t. I, Astrea, 1991; GAUNA, Juan O., "Poder central y poder local", La Ley, t. 1996-D,1497.


� Nos viene a la memoria la sentencia de J. B. Alberdi, en el sentido de que no hay poder sin finanzas¸o que sin rentas no hay gobierno.


� Ver en este sentido Fallos101:85; 149:37; 175:99; 269:92; 306:516; 307:374, entre otros.


� Fallos 68:227; 104:73; 188:247; 189:272; 248:736; 250:666; 272:237; 295:338, entre otros.


� Fallos 293:287; 300:328; 301:1122; 305:1381; 308:403; 308:647, entre otros.


� CASAS, José O., "Implicancias fiscales del status jurídico de los municipios de provincia y la reforma constitucional en ciernes", en "El Federalismo Fiscal a partir de la Reforma Constitucional", op. cit.; CORTI, Horacio Guillermo, "Derecho Financiero", cap. IV, Abeledo-Perrot, 1997. 


� IMPUESTOS, t. 1988-A, 195. Un estudio pormenorizado análisis de la cuestión se encuentra en los trabajos del Dr. J. O. Casás: "Un importante hito en el proceso de refederalización de la República Argentina -nueva ley de coparticipación impositiva-", D.F., t. XLV, y "Federalismo Fiscal - El laberinto de la Coparticipación", Criterios Tributarios.


� "Principales cuestiones de la tributación en las municipalidades de provincias", IMPUESTOS, t. 1997-C, 3301, pág. 3307.


� Para el autor la "teoría de la permisión" es la que rige a partir de la reforma constitucional, mientras que antes de la misma se aplicaba la "teoría de la prohibición. "La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias" (Primera y segunda parte), La Ley 1996-D-1173 y 1197, pág. 1996.


� BAISTROCCHI, Eduardo, "La autonomía de los municipios de provincia: sus posibles consecuencias tributarias" (Primera y segunda parte), La Ley 1996-D-1173 y 1197, pág. 1996.


� GARCIA BELSUNCE, Horacio A., "Impuestos y tasas municipales", en "Temas de Derecho Tributario", Abeledo-Perrot, 1984.


� En palabras del miembro informante, constituyente por la provincia de Neuquén, Sr. Hugo Prieto: Es decir que cada Constitución provincial adoptará los recaudos para que los municipios de esa provincia puedan acceder al dictado de sus propias instituciones. Esto tiene vinculación, justamente, con esa descentralización del poder, que lo acerca al ciudadano y al vecino de cada una de las ciudades de la Argentina… Seguramente no se escapará a los señores convencionales que al instituirse en la Constitución Nacional un régimen de autonomía municipal de alguna forma se está inmiscuyendo en el marco de las autonomías provinciales....la transferencia del poder también se opera en sentido vertical, y la autonomía municipal es el ejemplo más claro a ese respecto, porque el poder queda desconcentrado y no solamente a nivel Nación y provincias... sino que incluso alcanza el ámbito municipal... los planos económico y financiero han sido especialmente considerados en el texto constitucional porque tienen una importancia superlativa. De esta manera estamos especificando y dejando en claro que los municipios argentinos van a poder generar sus rentas y recaudar para invertir y controlar sus propios recursos que, a su vez, podrán ser manejados independientemente de otro poder, completando así las facultades de administración que le son propios… la autonomía municipal enmarcada en este nuevo esquema de poder en la Argentina a partir de la reforma constitucional va a contribuir a lograr una democracia más eficiente que propenda al bien común..."


� La Municipalidad de Rosario, actualmente y sólo respecto de ese tributo provincial, emite los recibos de pago y percibe las patentes de los automotores radicados en su jurisdicción, delegación que ha sido insatisfactoria por haber sido parcial 


� Sobre estos dos últimos, LUKSZAN, Alberto J., "Financiamiento municipal", en "Tercer Congreso Tributario", p. 287, Consejo Profesional de Ciencias Económicas, 1995.


� Este es un tributo que en España ha sido cedido a los municipios por medio de la Ley de Haciendas Locales (art. 101); en este sentido, QUERALT, J. M. - LOZANO SERRANO, C. - CASADO OLLERO, G. - TEJERIZO LOPEZ, J.M., "Curso de Derecho Financiero y Tributario", Tecnos, 1997; SAINZ DE BUJANDA, Fernando, "Lecciones de Derecho Financiero", Servicio de Publicaciones Facultad de Derecho de la Universidad Complutense, Madrid, 1993.


� Nótese que no solo hacemos referencia a la periódica actualización de los valores catastrales, sino  a la necesaria existencia de controles para identificar mejoras no declaradas. Si bien ello forma parte de la administración tributaria más que de la política fiscal, su concreción es condición indispensable para que las bases imponibles reflejen con fidelidad la capacidad contributiva de los propietarios 


� Incluso, más allá de su dogmática tradicional (vinculada al recupero –total o parcial- del costo de una obra pública); existe una vertiente que considera que debería reformularse el concepto y jerarquizarlo, enfocándolo a la captación del mayor valor del inmueble privilegiado por la obra y por el proceso de urbanización social emergente. Creemos que la viabilidad de tal reposicionamiento conceptual del tributo debería contraponerse –a efectos de evaluar su legitimidad en el contexto actual- con tributos que percuten sobre la propiedad (Bienes Personales, Inmobiliario) y con el principio jurídico emergente del adagio: las cosas nacen, crecen y perecen para el dueño. 





� En el caso concreto de la Municipalidad de Rosario el prorrateo se realiza en función de las denominadas “unidades tributarias”, en cuya construcción participan los metros de frente y las dimensiones del terreno


� A propósito de las nuevas incumbencias de los municipios (y de las tradicionales también, tal el caso de la TGI en Rosario hasta reforma de fines 2.005); muchas no están prolija, exhaustivamente vinculadas a un tributo (tasa o derecho) como su fuente natural de financiamiento.








